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Abstract

This research contains an analysis that links 
gender studies and the administration of 
justice in El Salvador. It presents a socio-
legal problem on the barriers in access 
to justice for women victims of gender 
violence, focusing on the fundamental rights 
of women in the course and resolution of 
judicial processes. It is argued that the 
legal methodology of gender analysis, as 
an effective tool to impart justice in light of 
international and constitutional standards 
on human rights and application of the 
principle of equality. Producing this study 
within the framework of the doctoral training 
of this author. This problem is addressed 
from the science of law, based on doctrinal, 
jurisprudential and legislative sources on 
human rights.
This research presents the fundamental 
argument of considering a legal figure that 
unifies the incorporation of gender throughout 
the judicial process, from the classification of 
the crime, the assessment of the evidence 
and the judicial ruling and thus give greater 
certainty and legal certainty to women on an 
equal footing with men. The study concludes 
by proposing some basic criteria for the 
implementation of the gender perspective in 
the administration of justice.
To support positions in this article, the reality 
in which the author works is analyzed: El 
Salvador. But the good practices of applying 
justice in other legal contexts are also taken 
up, such as Mexico, Chile, Guatemala 
and Nicaragua. So that they can be taken 
up again to guarantee the due process of 
women’s rights towards an egalitarian society 
where law and justice serve as instruments 
of peace for the construction of a culture 
of legality and protection of the rights of 
human beings. Pretending to enhance the 
role of the judiciary with the use of gender 
analysis as a tool to administer justice in light 

Resumen

Esta investigación contiene un análisis que 
vincula estudios de género y administración 
de justicia en El Salvador. Presenta un 
problema sociojurídico sobre las barreras en 
el acceso a la justicia para las mujeres víctimas 
de violencia de género, enfocándose en los 
derechos fundamentales de la mujer en el 
curso y resolución de procesos judiciales. Se 
sostiene la metodología jurídica de análisis 
de género, en cuanto herramienta eficaz 
para impartir justicia a la luz de estándares 
internacionales y constitucionales sobre 
derechos humanos y aplicación del principio 
de igualdad. Produciendo este estudio en 
el marco de la formación Doctoral de esta 
autora. Se aborda esta problemática desde la 
ciencia del derecho, apoyándose en fuentes 
doctrinales, jurisprudenciales y legislativas en 
materia de derechos humanos.
Se presenta en esta investigación el 
argumento fundamental de considerar una 
figura legal que unifique la incorporación del 
género en todo el proceso judicial, desde 
la calificación del delito, la valoración de 
la prueba y el fallo judicial y así dar mayor 
certeza y seguridad jurídica a las mujeres al 
pie de igualdad que los hombres. 
El estudio concluye proponiendo algunos 
criterios básicos para la implementación de 
la perspectiva de género en la administración 
de justicia.
Para sustentar posiciones en este artículo, 
se analiza la realidad en la que la autora se 
desempeña: El Salvador. Pero también se 
retoman las buenas prácticas de aplicación 
de justicia en otros contextos legales como 
México, Chile, Guatemala y Nicaragua. Para 
que puedan ser retomadas para garantizar 
el debido proceso de los derechos de las 
mujeres hacia una sociedad igualitaria en 
donde el derecho y la justicia sirvan como 
instrumentos de paz para la construcción 
de una cultura de legalidad y de protección 
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La violencia contra la mujer es quizás la violación de derechos humanos  
más vergonzosa. Y es quizás la más generalizada. No conoce ningún límite  

de geografía, cultura o riqueza. Siempre que siga, no podemos alegar  
estar logrando avances reales hacia la igualdad, el desarrollo y la paz. 

Citando a Kofi Annan (ONU, 1999)

1. INTRODUCCIÓN

Este trabajo se propone reflexionar sobre la importancia de aplicar la perspectiva 
de género en los procesos de la administración de justicia salvadoreña. Siendo este 
un gran desafío, ya que corresponde a la judicatura salvadoreña desplegar todo el 
enfoque protector a las personas en situación de vulnerabilidad, en especial a las que 
históricamente han sido discriminadas y que han sufrido desigualdades por razón de 
su género: las mujeres.

Es por ello que esta autora sostiene la tesis de que, en el contexto salvadoreño, el 
problema no es causado por las leyes vigentes, sino que es un problema de aplicación 
de la Ley, el cual es agravado en los casos de violencia contra las niñas, adolescentes 
y mujeres con principal impacto en sus familias. Todo ocasionado, según hallazgos 
de esta investigación, por la ineficacia en la interpretación de las formulaciones del 
Derecho positivo.

Este trabajo pone de relieve un problema complejo, siendo que en la praxis judicial 
salvadoreña se observa, según hallazgos de este estudio, la ausencia de la perspectiva 
de género en todas las etapas del proceso, ocasionado por el desconocimiento o por 
la ignorancia sobre la utilización de la metodología del análisis de la perspectiva de 
género en un caso concreto, por lo que el judicial no verifica la existencia de las cate-
gorías sospechosas de discriminación ni la condición de vulnerabilidad de las mujeres 
por razón de su género. 

No obstante que el acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia es 
un derecho humano, reconocido desde preceptos constitucionales y supranacionales, 
al igual que el derecho a la igualdad y no discriminación, según expertos, esta materia 
ha sido poco analizada.

de los derechos de los seres humanos. 
Pretendiendo enaltecer el rol de la judicatura 
con la utilización del análisis de género como 
herramienta para administrar justicia a la luz 
de estándares jurídicos internacionales sobre 
los derechos humanos.

Palabras clave: justicia; género; discrimina-
ción; impunidad; acceso a la justicia.

of international legal standards on Human 
Rights.

Keywords: justice; gender; discrimination; 
impunity; access to justice.



Morena Guadalupe Quintana Marxelly
Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de 

violencia de género: un reto para el poder judicial...

Ars Iuris Salmanticensis, 
vol. 10, Diciembre 2022, 63-100
eISSN: 2340-5155 
Ediciones Universidad de Salamanca - cc by-nc-nd

66

Precisamente por eso surge la pertinencia de esta investigación para buscar las 
respuestas al problema de estudio sobre: ¿Cuáles son las barreras en la respuesta ju-
dicial y en el debido proceso en el contexto del Derecho salvadoreño que obstaculizan 
a las mujeres el acceso de jure y de facto a los recursos judiciales idóneos y efectivos?

Resultando que el problema se origina porque hasta el momento no se ha elabo-
rado en la doctrina, un método uniforme, con una figura jurídica o un protocolo, para 
analizar el fenómeno jurídico con perspectiva de género, y así evitar que se produzcan 
decisiones judiciales permeadas con estereotipos discriminatorios, lo cual tiene gra-
ves efectos negativos de desigualdad y discriminación en la vida de las mujeres y sus 
familias.

A pesar de los diferentes esfuerzos realizados por El Salvador para reconocer jurí-
dicamente el grave problema de violencia contra las mujeres, resulta, según hallazgos 
de esta investigación, que la respuesta judicial no es suficiente.

Así lo reitera la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su Informe 
de acceso a la justicia a las mujeres expone que «Existe una gran brecha entre la inci-
dencia, la gravedad del problema y la calidad de la respuesta judicial ofrecida» (CIDH, 
2007, p. VIII). 

Según lo han expuesto numerosos estudios en la región latinoamericana, la vio-
lencia contra la mujer es un grave problema de violación de humanos, es como una 
pandemia que permea toda la sociedad y destroza no solo la vida de la mujer misma, 
sino que impacta principalmente en su familia y en toda la nación. 

En efecto, los avances en la respuesta a la violencia contra las mujeres en el con-
texto del Derecho salvadoreño, ya sea desde leyes, políticas, jurisprudencia, doctrina; 
este flagelo continúa siendo una amenaza a los derechos humanos, la salud pública, 
la seguridad ciudadana y la autonomía física, política y económica de un sector histó-
ricamente discriminado: las mujeres. Siendo los niveles de violencia que enfrentan las 
mujeres salvadoreñas inaceptables.

Tal y como lo sugieren las doctoras Yamila González Ferrer (2020), quien cita a 
la magistrada KeMelMajer de CarluCCi (2019), precisa sobre: «Las consecuencias 
específicas que tienen para las mujeres las actuaciones basadas en estereotipos de 
género socialmente dominantes y persistentes, las que se agravan cuando se reflejan, 
implícita o explícitamente en prácticas, específicamente en el razonamiento de las au-
toridades» (González Ferrer, 2020, p. 77).

Por ello, se propone como argumento principal para atender esta problemática 
considerar una figura legal, una herramienta que permita unificar la visión de género 
en todo el proceso judicial, que integre una metodología clara en materia de igualdad 
de género para interpretar los hechos de una manera neutral y sin estereotipos discri-
minatorios al momento de la decisión judicial para garantizar el debido proceso en el 
abordaje de la interseccionalidad que representa esta materia. 

Asimismo, que responda a los problemas detectados que impiden el acceso a la 
justicia a las mujeres desde cualquier rama del Derecho, ya que la misma permea todo 
el sistema y así hacer realidad el derecho a la igualdad consagrado en la Constitución y 
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en tratados internacionales en materia de DD. HH. y género. Por consiguiente, reducir 
la brecha significativa existente entre la teoría y la práctica hacia el ejercicio efectivo 
de la tutela de los derechos de las mujeres y la erradicación de la violencia de género. 

El presente trabajo se estructura en tres tópicos, con el objetivo de analizar las 
fragilidades normativas, jurisprudenciales y doctrinales en la respuesta judicial y en el 
debido proceso salvadoreño y poner en relieve el problema fundamental de los obstá-
culos de acceso a la justicia que sufren las mujeres por razón de género. 

Para la consecución del objetivo general se han planteado los siguientes objeti-
vos específicos: 1. Analizar el marco jurídico nacional y supranacional que protege los 
derechos humanos de mujeres contra la violencia de género. 2. Conceptualizar qué 
significa administrar justicia con perspectiva de género para que sirva de fundamento 
para la elaboración de un protocolo en clave de género para que se pueda aplicar 
en la práctica jurídica de El Salvador. 3. Analizar cuáles son las barreras normativas, 
jurisdiccionales y doctrinales en el sistema jurídico salvadoreño que obstaculizan a las 
mujeres el acceso de jure y de facto a recursos judiciales efectivos.

Las ideas presentadas y los resultados de este trabajo se sustentan en una inves-
tigación de tipo cualitativo y teórico, con empleo de los siguientes métodos de inves-
tigación, elaborados por villabella arMenGol (2016): el método análisis-síntesis ha 
servido para hacer interpretaciones de las normas legales y emitir juicios de opinión 
sobre su aplicación práctica y definir brechas que tiene la justicia de El Salvador en ma-
teria de género; el método inductivo-deductivo ha permitido hacer análisis inductivos 
sobre la actuación judicial y deducir las causas de las mismas para proponer medidas 
correctivas; el método de Derecho comparado permitió tomar referentes de protocolos 
de actuación y guías para aplicar justicia con perspectiva de género en los procesos 
judiciales de El Salvador; y el método de la observación participativa de la autora per-
mitió incorporar a este escrito afirmaciones sobre la práctica judicial de El Salvador con 
base en la experiencia que acumula esta autora por su desempeño en el sector policial 
de este país. La técnica de investigación empleada ha sido la documental.

El actual trabajo se propone orientar la utilización del análisis del género como una 
metodología clara, como guías de actuación en materia de igualdad para interpretar 
los hechos de una manera neutral y sin estereotipos discriminatorios al momento de la 
decisión judicial para garantizar el debido proceso en el abordaje de la interseccionali-
dad que esta materia representa.

Al fin planteado es necesario visibilizar los prejuicios y estereotipos discriminato-
rios en las labores de investigación, persecución y sanción en los procesos judiciales, 
buscando remover los obstáculos para dar mayor certeza y seguridad jurídica a las 
mujeres en pie de igualdad que los hombres.

Desde este momento se adelanta, como hallazgo de esta investigación, que en la 
práctica jurisdiccional de El Salvador se observan decisiones judiciales permeadas de 
estereotipos de género, discriminatorios hacia las mujeres solo por el hecho de haber 
nacido mujer. Estereotipos que no permiten verificar la situación de vulnerabilidad de 
la mujer en los procesos judiciales y dotarla de las garantías procesales con base en el 
principio de igualdad y no discriminación.
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Al respecto nos preguntamos ¿será que la justicia no tiene rostro de mujer? En 
palabras de balbuena (2004): 

El acceso a la justicia constituye un derecho fundamental que nace en una de las fun-
damentales obligaciones del Estado, que es la de atender al ciudadano o ciudadana 
que recurre a los órganos jurisdiccionales para que protejan sus derechos vulnerados o 
amenazados. El derecho al acceso a la justicia es un componente del debido proceso 
y es considerado, por tanto, un derecho fundamental. (p. 3) 

Evidenciándose, según hallazgos de este estudio, que en El Salvador continúan 
produciéndose sentencias que carecen de la perspectiva de género y que discriminan 
a la mujer por razón de su género, es que, en la respuesta judicial, al momento de ha-
cer efectivos los derechos de las mujeres se ignora la visión de género.

En función de lo anterior, podría afirmarse que existe una clara vinculación entre los 
estereotipos, el género, la desigualdad, la discriminación y la violencia contra la mujer, 
lo cual se observa en prácticas judiciales discriminatorias que perpetúan y refuerzan la 
desigualdad en la vida de las mujeres salvadoreñas y sus familias. En efecto, según lo 
expone la magistrada poyatos Matas: «Si una sociedad mide con el mismo rasero a 
los desiguales, genera más desigualdad» (poyatos Matas, 2019, p. 1).

Por lo que este es un trabajo original y novedoso para El Salvador, porque no se 
encuentran estudios precedentes que analicen este tema puntual; si bien, se ubica 
jurisprudencia nacional que permite el análisis en estudios elaborados por la Corte Su-
prema de justicia de El Salvador (2021), en Compilación y Análisis de criterios Jurispru-
denciales sobre una vida libre de violencia para mujeres y niñas. No obstante, según 
hallazgos de este estudio, se observó que el esfuerzo es aún incipiente.

En Derecho Comparado se observan buenas prácticas de aplicación de la Justi-
cia con perspectiva de género, de las cuales este estudio retoma principalmente las 
desarrolladas desde la Jurisprudencia de México, Chile, Cuba, Argentina, Guatemala, 
Nicaragua, quienes a la luz de la jurisprudencia y normativa del Sistema Interamericano 
han incorporado como metodología de análisis el género en las decisiones judiciales 
para garantizar el debido proceso de los derechos de las mujeres hacia una sociedad 
igualitaria. Asimismo, el modelo de protocolo propuesto por la Cumbre Judicial Ibe-
roamericana (2013).

Con ello, quedan en evidencia las barreras en el acceso a la justicia de las mujeres 
que sufren violencia por razón de su género. Podemos apreciar, a lo largo de esta 
investigación, que la igualdad sigue siendo una quimera para la mayoría de mujeres 
de El Salvador. De lo que se trata es de frenar esta problemática. En este sentido, la 
responsabilidad se encuentra del lado del poder judicial salvadoreño.

Ofrecer una solución a esta grave problemática que sufren las mujeres salvadore-
ñas representa grandes retos para el poder judicial, quien hoy tiene relevantes oportu-
nidades sobre su mesa para construir un discurso por la igualdad real, impulsando una 
figura legal clara con la creación de un protocolo que incorpore criterios de aplicación 
del principio de igualdad, seguridad jurídica y no discriminación en todo el proceso 
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judicial para «juzgar con perspectiva de género», en donde se clarifiquen las categorías 
sospechosas de discriminación hacia las mujeres y se establezcan los criterios claros 
para ponderar derechos y ofrecer argumentos para aplicar el derecho que más favo-
rezca a la persona sin ningún tipo de discriminación, configurando un nuevo Derecho 
familiar y materialización de la tutela efectiva de los derechos de las mujeres a vivir una 
vida libre de violencia y discriminación.

Es oportuno mencionar que, en los informes y estudios analizados en este trabajo, 
se reiteran las voces de las víctimas y los familiares, clamando justicia y señalando que 
en muchos casos, cuando acuden en búsqueda de justicia, son objeto de nuevos 
malos tratos y discriminación por parte del sistema de justicia penal.

Sobran razones para sostener que el reto actual para juristas y la academia es el de 
romper con los paradigmas androcéntricos de la dogmática tradicional, para buscar la 
aplicación de la perspectiva de género desde el derecho, a la luz de la supranaciona-
lidad de los estándares jurídicos internacionales y de control de convencionalidad en 
materia de derechos humanos en condiciones de igualdad de género, con la incorpo-
ración de la visión de género como una respuesta a la grave problemática de violencia 
de género que a diario sufren mujeres, adolescentes, niñas y sus familias frente al 
machismo de sus agresores.

En donde el derecho y la justicia sirvan como el principal instrumento de paz y de 
seguridad jurídica para las mujeres salvadoreñas y sus familias.

2. MARCO JURÍDICO NACIONAL Y SUPRANACIONAL QUE 
PROTEGE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES 
CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO

Empezaré por considerar que en el contexto jurídico salvadoreño la administración 
de justicia cuenta con un marco jurídico nacional y supranacional para la protección 
de los derechos humanos de las mujeres, siendo que cuenta con Principios Constitu-
cionales, leyes especializadas y ha ratificado los distintos convenios internacionales y 
regionales.

Comenzando con su Constitución Política (1983), que en los arts. 3 y 180 esta-
blece la protección de los derechos de las mujeres salvadoreñas desde principio a la 
igualdad y principio a la no discriminación por género.

El tema de la mirada de la mujer en el Derecho, según numerosos estudios, es algo 
muy reciente. En El Salvador, debemos tomar en cuenta que no fue sino hasta 1950 
que se reconoció constitucionalmente el derecho al voto a las mujeres en igualdad de 
condiciones que los hombres, tal como lo plantea el artículo 22 de dicha Constitución: 
«Son ciudadanos todos los salvadoreños sin distinción de sexo mayores de 18 años» 
(Asamblea Legislativa de El Salvador, 1983). De lo anterior, se colige que la mujer salva-
doreña se vio negada a ejercer sus derechos ciudadanos hasta 1950, que la condición 
de ciudadano solamente correspondía hasta hace 72 años a los hombres.
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Asimismo, El Salvador cuenta con leyes especializadas de protección de los de-
rechos de las mujeres como: la Ley especial integral para una vida libre de violencia 
para las mujeres (2011), el Código de familia (1993), la Ley de Igualdad y Equidad y 
Erradicación de la Discriminación contra las mujeres (2011), La Ley Especial contra 
la Trata de Personas (2014), entre otras, las cuales desarrollan los tratados inter-
nacionales en materia de protección de los derechos de las mujeres ratificados por 
El Salvador. Por otra parte, es importante señalar que se cuenta con una política 
nacional de las mujeres (2011), la cual desarrolla los compromisos adquiridos por 
el Estado. 

También, El Salvador crea en el año 2016 la Jurisdicción Especializada para 
una Vida libre de Violencia y Discriminación para las mujeres, según Decreto Le-
gislativo n.º 286, para cumplir con los compromisos adquiridos por El Salvador en 
la legislación nacional e internacional para garantizar los derechos de las mujeres 
salvadoreñas.

Resultando que a nivel legal se han expedido variedad de leyes que buscan, desde 
diversos puntos de vista, eliminar la brecha histórica y cultural que existe en el país 
entre mujeres y hombres. Asimismo, se han adoptado medidas legislativas y jurispru-
denciales en temas económicos, laborales, de protección de maternidad, de acceso a 
cargos públicos, del derecho a una vida libre, de violencia y discriminación, de igualdad 
y oportunidades, entre muchas otras. Por supuesto, también se encuentra legislación 
referente a la violencia contra la mujer y las formas para combatirla.

En el plano internacional, El Salvador ha suscrito convenios internacionales para 
la protección de los derechos de las mujeres; en tal sentido, la Declaración Universal 
de Derechos Humanos (1948); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(1966); el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966); 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948); la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José (1969). 

En este sentido, El Salvador ha suscrito distintos tratados y convenciones como 
parte de sus compromisos en materia de derechos humanos, de los cuales se des-
tacan la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer de 1953; la Declaración 
sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de 1967; la Convención con-
tra todas las formas de discriminación contra la mujer, más conocida como CEDAW 
(ONU, 1979), en vigor desde 1981. Respecto de la CEDAW, cabe mencionar que El 
Salvador no ratifica aún el Protocolo Facultativo de esta Convención que data del año 
2001; y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer-Convención de Belém do Pará.

Este marco normativo internacional, integrado al ordenamiento jurídico nacional 
por fuerza del precepto 144 de la Constitución Política, se armoniza con las obligacio-
nes convencionales suscritas por El Salvador ante el Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos, desde la cláusula general de protección y garantía que corresponde a 
los Estados parte por conducto de sus agentes frente a sus ciudadanos. 
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De manera que se cuenta con un marco jurídico nacional y supranacional que 
protege los derechos humanos de las mujeres contra la violencia de género, los cua-
les tienen como fuentes no solo normas jurídicas de obligatorio cumplimento para el 
Estado, sino también instrumentos jurídicos no vinculantes, como las declaraciones 
internacionales, las reglas generales, los principios y las opiniones consultivas, que, en 
tanto desarrollan el contenido y alcance de los derechos reconocidos en los tratados 
internacionales, también son un referente necesario.

Adicionalmente, todos los tratados internacionales antes expuestos, al estar debi-
damente ratificados por El Salvador, forman parte integrante del ordenamiento jurídico 
interno. En consecuencia, deben ser utilizados como fundamentos normativos para 
proteger a las mujeres salvadoreñas de cualquier tipo de discriminación o violencia a 
nivel nacional. No obstante, del análisis de diversas fuentes se extrae que, en la prác-
tica jurisdiccional, poco se hace uso de estos, porque han sido considerados como 
declaraciones de buena voluntad.

En este orden de ideas, hay que tomar en cuenta que todos los documentos antes 
citados contienen principios generales del Derecho Internacional y normas de ius co-
gens que, al tratarse de normas imperativas que no admiten práctica, en contrario, los 
Estados no pueden dejar de cumplir. Y siendo el acceso a la justicia un principio básico 
del Estado de Derecho y la ausencia del mismo provoca que las personas no puedan 
hacer oír su voz y ejercer sus derechos. El acceso a la justicia es uno de los principales 
derechos reconocidos para las mujeres, niñas y adolescentes en los tratados interna-
cionales firmados y ratificados por el Estado de El Salvador. 

Según se evidencia en este estudio, el derecho al acceso a la justicia adquiere ma-
yor relevancia en la medida en que se establece la existencia de herramientas judiciales 
efectivas para contar con recursos efectivos en el ámbito judicial ante las violaciones 
de los derechos humanos. En efecto, el poder judicial en todos los casos de violencia 
contra la mujer que se presenten tiene la obligación constitucional de aplicar los princi-
pios de igualdad, libertad y seguridad jurídica que tutelan los derechos de las mujeres 
salvadoreñas, sin ningún tipo de discriminación. 

Los compromisos adquiridos por el Estado de El Salvador no se contraen solo 
frente a otros Estados en la arena internacional, sino también y sobre todo son com-
promisos adquiridos ante las mujeres, niñas, adolescentes y familias salvadoreñas. 

En definitiva, según esta autora, considera que, a pesar de todos los avances, en 
la transversalización de la perspectiva de género en el Derecho interno del El Salvador, 
no se dispone de una figura legal o un protocolo que sistematice la incorporación de la 
visión de género, con base a una metodología vinculante a la justicia equitativa.

Sin embargo, según hallazgos de esta investigación, este esfuerzo todavía no es 
suficiente, ya que se necesita visualizar la problemática en la administración de justicia 
para cumplir con los compromisos de carácter convencional, jurisprudencia y doctrinal 
para incorporar la obligatoriedad de «juzgar con perspectiva de género», y así integrar 
la dimensión del género, en la aplicación de todas las normas tanto si se trata de nor-
mas procesales, como las probatorias, así como de normas sustantivas.
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2.1. ¿Cuáles son los estándares jurídicos internacionales de derechos 
humanos para administrar justicia con perspectiva de género?

Para dar respuesta a esta interrogante, esta autora se basa en postulados de 
convenios internacionales y en la jurisprudencia de la Corte IDH, donde se ubican defi-
niciones sobre los estándares internacionales para administrar justicia con perspectiva 
de género. También se basa en pronunciamientos de la jurisprudencia, donde se lee 
la integración de la metodología en clave de género, mediante la interpretación de las 
normas jurídicas y la valoración de las pruebas, con perspectiva de género.

Es así que, desde la ciencia jurídica, se ha avanzado en la consagración normativa 
del principio de igualdad y no discriminación, en materia de género, el cual ha sido 
desarrollado a partir de herramientas basadas en los estándares tanto en el plano in-
ternacional como en el ordenamiento jurídico interno.

En el plano internacional, los tratados e instrumentos de mayor relevancia son la 
Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (1967); la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, en 
adelante CEDAW (1981); la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia en contra 
de la Mujer (1993); y la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995). 
Todos estos emanados de diversas dependencias de la Organización de Naciones 
Unidas, ONU.

A nivel regional, la Organización de Estados Americanos, OEA, en las Convencio-
nes Americana sobre Derechos Humanos e Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Contra la Mujer, «Convención de Belém do Pará» (1995), proscri-
be este tipo de discriminación.

Como parte del marco normativo que existe en El Salvador, se mencionan las 
Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabi-
lidad (2008), conocidas también como Cien reglas de Brasilia. Es este un compromiso 
asumido por la Corte Suprema de Justicia de la República de El Salvador, en Asamblea 
Plenaria de la XIV Edición de la Cumbre XIV Judicial Iberoamericana en 2008, donde 
se aprobó un conjunto de reglas mínimas para garantizar el acceso a la justicia de las 
personas en condición de vulnerabilidad, siendo el género una de ellas.

Debe ponerse de manifiesto que todos estos instrumentos internacionales con-
sagran el principio de igualdad y no discriminación y, adicionalmente, algunos definen 
de diversa forma los conceptos de discriminación y violencia contra la mujer, así como 
se ubican los estándares internacionales para administrar justicia en clave de género.

Así, por ejemplo, en el preámbulo de la CEDAW (1979) se reconoce la preocu-
pación de que las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones. Y 
que la discriminación contra la mujer viola los principios de igualdad de derechos y el 
respeto de la dignidad humana. 

Al respecto se puede citar el art. 1 de la CEDAW, que precisa que se entenderá por 
discriminación contra la mujer:
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Denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por ob-
jeto o por resultado, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre 
y la mujer, los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas políticas, 
económicas, social, cultural, civil o en cualquier esfera. (CEDAW, 1979)

En función de lo anterior, discriminar por razón de género significa que no se otor-
gue igual valor, iguales derechos, responsabilidades y oportunidades a hombres y mu-
jeres, ya que a las mujeres por el hecho de serlo se las menosprecia y se les pone en 
desventaja en relación con los varones.

Por otra parte, la definición de discriminación contra la mujer incluye la violencia 
basada en género. Así lo ha sostenido la Corte IDH en la Sentencia del Caso Inés Fer-
nández Ortega vs. México (2010). En este caso se establece que:

Como ha sido señalado anteriormente por este Tribunal, el Comité para la Eliminación 
de la discriminación contra la mujer ha sostenido que la definición de discriminación 
contra la mujer «incluye la violencia basada en sexo, es decir, la violencia dirigida contra 
la mujer i) porque es mujer, ii) porque la afecta en forma desproporcionada». (párr. 130)

Asimismo, el Comité de la CEDAW (1992) en Recomendación General n.º 19 es-
tablece que «la violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide 
gravemente que goce de derechos y libertades en pie de igualdad con los hombres» 
(párr. 1).

Siendo así que la discriminación contra la mujer ha sido reconocida como una 
forma de violencia, lo cual compromete a la administración de justicia tanto en su co-
nocimiento y comprensión como en su abordaje integral.

Respecto de la definición de violencia contra la mujer, el artículo 1.º de la Declara-
ción de la ONU sobre la eliminación de la violencia contra la mujer (1993), señala que 
por esta «se entiende todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino 
que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psi-
cológico a la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación 
arbitraria de la libertad, tanto si se produce en la vida pública como en la vida privada».

Esta definición incluye hechos violentos dirigidos en contra de las mujeres por su 
pertenencia al sexo femenino, por razones de género. En tanto, los estereotipos de 
género se refieren a la construcción social y cultural de hombres y mujeres en razón 
de sus diferentes funciones físicas, biológicas y sexuales, que asignan atributos y roles 
que deben ser cumplidos.

Tal definición, según el artículo 2. ° de esa misma Declaración, comprende diversos 
actos como la violencia física, sexual y psicológica que:
1. Se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las ni-

ñas en el hogar, la violencia relacionada con la dote, la violación por el marido, la 
mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, 
los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia 
relacionada con la explotación.
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2. Se perpetúe dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso 
sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacio-
nales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada.

3. Se perpetúe o tolere por el Estado, donde quiera que ocurra.
En tanto, es relevante, como marco jurídico, consignar que la obligación de erradi-

car estereotipos de género se encuentra consagrada explícitamente en el artículo 5(a) 
de la CEDAW y en los artículos 6(b) y 8(b) de la Convención Belém do Pará, resultando 
ilustrativa la Recomendación General número 33 del Comité de la CEDAW, sobre el ac-
ceso de las mujeres a la justicia, que constata la existencia de «una serie de obstáculos 
y restricciones que impiden a la mujer realizar su derecho de acceso a la justicia en pie 
de igualdad [...]. Esos obstáculos —dice más adelante— se producen en un contexto 
estructural de discriminación y desigualdad, debido a factores como los estereotipos 
de género, las leyes discriminatorias, los procedimientos interseccionales o compues-
tos de discriminación y las prácticas y los requisitos en materia probatoria...».

La importancia de la definición de discriminación desde los tratados internacio-
nales estriba, según expone en Corte IDH (1984) el juez Rodolfo E. piza en opinión 
consultiva 4/84, en que: 

Los conceptos de igualdad y no discriminación se corresponden mutuamente como las 
dos caras de una misma institución: la igualdad es la cara positiva de la no discrimina-
ción, y la discriminación es la cara negativa de la igualdad y en ambas la expresión de 
un valor jurídico de igualdad que está implícito en el concepto mismo del Derecho como 
orden de justicia para el bien común. (párr. 10)

Cabe destacar que la CIDH (2001) en informe de relatoría sobre los Derechos de 
la mujer (2001) sobre el acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia en las 
Américas y citando el informe de fondo n.º 4/01 del caso María Eugenia Morales de 
Sierra (Guatemala), expone que:

Reconoce expresamente la relación entre la violencia de género y la discriminación, ya 
que la violencia es un reflejo de las relaciones de poder históricamente desiguales entre 
mujeres y hombres y que el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye 
el derecho a ser libre de toda forma de discriminación y a ser valorada y educada libre 
de patrones estereotipados. (párr. 11) 

Es así que la Comisión se ha manifestado sobre las consecuencias graves que 
pueden tener la discriminación y la violencia contra las mujeres y nociones estereotipa-
das de su rol en la sociedad.

Asimismo, la CIDH (2001) cita el informe de fondo n.º 4/01 del Caso de María Eu-
genia Morales de Sierra (Guatemala) así:

La Comisión halla que, lejos de asegurar la «igualdad de derechos y la adecuada equi-
valencia de responsabilidades» dentro del matrimonio, las disposiciones citadas insti-
tucionalizan desequilibrios en los derechos y deberes de los cónyuges [...] El hecho de 
que la ley otorgue una serie de capacidades legales exclusivamente al marido establece 
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una situación de dependencia de jure para la esposa y crea un desequilibrio incorregi-
ble en la autoridad de los esposos dentro del matrimonio. Además, las disposiciones 
del Código Civil aplican conceptos estereotipados de las funciones de la mujer y del 
hombre que perpetúan una discriminación de facto contra la mujer en la esfera familiar 
y que tienen el efecto ulterior de dificultar la capacidad de los hombres para desarrollar 
plenamente sus papeles dentro del matrimonio y de la familia. [...] «Una familia estable 
es aquella que se basa en los principios de equidad, justicia y realización individual de 
cada uno de sus integrantes». (párr. 44)

En tanto, la Convención Belém do Pará, en su preámbulo y en los arst. 4 y 5 esta-
blece que «El Estado tiene la obligación de actuar con debida diligencia para prevenir, 
investigar y sancionar la violencia contra las mujeres, tanto en espacios públicos como 
privados, que ocurra dentro del hogar o de la comunidad, perpetrada por individuos o 
agentes estatales».

Es importante resaltar que las Naciones Unidas, en su recomendación general n.º 
33 del Comité de la CEDAW (2015), establece que:

La presencia de estereotipos y prejuicios de género en el sistema de justicia tiene con-
secuencias de gran alcance al impedir a las mujeres su derecho de acceder a la justicia 
en condiciones de igualdad. También establece que los estereotipos de género pueden 
estar presentes en todas las fases de los procesos e investigaciones de los casos de 
violencia contra la mujer y que, por tanto, no solo la judicatura los replica. (p. 14)

En función de lo anterior, cabe señalar que el principio de igualdad consagrado 
unánimemente en las constituciones modernas y en los tratados internacionales im-
plica, en uno de sus sentidos posibles, que «todos» están bajo el paraguas salvador 
del poder judicial que debería protegerlos frente a la afectación de sus derechos, de 
cualquier derecho en cualquier circunstancia. Resultando que la no discriminación jun-
to con la igualdad ante la ley y la igual protección de la ley sin ninguna discriminación 
constituyen un principio básico y general relativo a la protección de los derechos hu-
manos de las mujeres.

Por el contrario, los prejuicios predisponen a quien juzga y comprometen la impar-
cialidad que debe regir la actividad jurisdiccional, sobre todo en casos de sobrecarga 
judicial que facilita el camino simple y acrítico de dar por válidos los mandatos sociales.

En definitiva, la efectividad y garantía del derecho a la igualdad tiene como uno de 
sus presupuestos necesarios el acceso de las mujeres a la justicia; resulta la obligación 
actual de jueces/as, magistrados/ as de aplicar el derecho de manera tal que sea una 
realidad la equidad de hombres y mujeres en las decisiones judiciales.

Al respecto quisiera plantear una pregunta que pretende llamar la atención acerca 
del tema que hoy nos convoca: ¿Cuál es la importancia de la perspectiva de género 
para el acceso a la justicia? 

Para intentar una respuesta, mi investigación utiliza los casos que el Derecho ha 
tenido que abordar con diversos resultados, siendo que desde la Jurisprudencia de 
la Corte IDH observamos emblemáticas sentencias: la del Campo algodonero (2009), 
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caso Ramírez Escobar vs. Guatemala (2018), caso Velásquez Paiz vs. Guatemala 
(2015), caso Flor Freire vs. Ecuador (2016), caso Espinoza González vs. Perú (2014) 
y Caso Manuela y otros vs. El Salvador (2021) en donde se condenó al Estado Salva-
doreño. 

En todas estas sentencias encontramos respuestas abrumadoras: todas las mu-
jeres y niñas fueron discriminadas y los respectivos sistemas nacionales de justicia 
actuaron con toda su fuerza para perpetuar dicha desigualdad. Asimismo, estas sen-
tencias han sentado importantes precedentes que alumbran la labor judicial local, 
orientando la metodología de análisis con perspectiva de género.

En efecto, la violencia contra la mujer es un grave problema de violación de los DD. 
HH., una pandemia que permea toda la sociedad y destroza no solo la vida de la mujer 
misma, sino que impacta principalmente en su familia y en toda la nación. No cabe 
duda de que una de las causas de desigualdad más graves es la que proviene de la 
violencia y la discriminación que sufren las mujeres por razón de su género.

Por otra parte, es relevante mencionar que, conforme a los tratados internaciona-
les y varios mecanismos internacionales de protección de los derechos humanos de 
las mujeres, entre ellos el Comité de Derechos Humanos de ONU y la Corte IDH, son 
los Estados los que asumen tres tipos de obligaciones generales para implementar los 
estándares internacionales de DD. HH. frente a las normas internacionales de dere-
chos de las mujeres, las cuales son:
1. Respetar: Los juzgadores/ras deben de abstenerse de realizar o tolerar cualquier 

violación a un derecho por parte de un agente estatal; tienen el deber de respetar 
al conducir los procesos judiciales conforme a las debidas garantías procesales, 
aplicando la perspectiva de género, sin permear sus decisiones estereotipos de 
género y ser respetuosos de los derechos de las mujeres víctimas de violencia.

2. Proteger: Las juzgadoras(es) deben impedir la violación de un derecho por parte 
de otras personas o agentes no estatales, cumpliendo con el deber de proteger 
el interés superior de la víctima, al adoptar las medidas necesarias con la debida 
diligencia para asegurar que frente a hechos de violencia contra las mujeres se 
realicen investigaciones efectivas, en donde se procese y sancione debidamente a 
los responsables y se repare a las víctimas.

3. Garantizar: Las juzgadoras(es) deben asegurar y adoptar las medidas adminis-
trativas, legislativas y judiciales adecuadas para hacer que las personas puedan 
gozar de sus derechos, cuando no estén en posibilidad de hacerlos por ellos mis-
mos, cumpliendo con el deber de garantizar, al contribuir con la transformación de 
los contextos de violencia contra la mujer por medio de sus resoluciones judiciales. 
Esto se logra cuando los procesos penales y las sentencias logran restituir los 
derechos de las mujeres víctimas de violencia, al combatir los patrones sociocul-
turales históricos de discriminación, para así desmontar las estructuras desiguales 
de género, visibilizando los estereotipos de género.
Ahora bien, al analizar la evolución de la práctica jurisdiccional de la Corte IDH en 

materia de derechos de la mujer, observa esta autora que la doctrina del órgano en la 
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materia se ha concentrado en materia de violencia de género y del acceso de las víc-
timas de violencia a la justicia, quedando muchos vacíos en cuanto al establecimiento 
de los estándares, criterios judiciales para juzgar con perspectiva de género. 

En palabras de KeMelMajer de CarluCCi (2019) resulta que «El análisis de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos es una prueba de su 
importancia como instrumento para la protección de los derechos de las mujeres en 
situación de vulnerabilidad. Las condenas a los diversos países denunciados han servi-
do para luchar contra los estereotipos, aun cuando la violencia de género no encuentra 
todavía métodos eficaces» (p. 15).

Al respecto se evidencia según este estudio la evolución de la práctica jurisdiccio-
nal de la Corte IDH con el análisis del Caso González y otros «Campo algodonero» vs. 
México (2009), que dice que: «Obligación de no discriminar»: 

La violencia contra la mujer como discriminación. La Comisión señaló que «[e]s 
esencial entender el vínculo entre la violencia contra las mujeres y la discriminación 
que la perpetúa, para apreciar el alcance del deber de debida diligencia en el pre-
sente caso». Según la Comisión, «actitudes discriminatorias contra las mujeres por 
parte de funcionarios estatales influenciaron en la investigación de estos asesinatos» 
(párr. 390).

En esta sentencia es posible distinguir diferentes rubros en los que el Tribunal Inte-
ramericano ha utilizado ese método de análisis para identificar de qué forma impacta 
el género en la controversia. De lo cual esta autora lo resume así:
1. Al estudiar el contexto.
2. En la apreciación de los hechos.
3. En la valoración de pruebas (valor reforzado de la víctima y sus familiares).
4. En la verificación de las previsiones adoptadas durante la investigación de delitos 

que comprenden hechos violentos contra mujeres y niñas.
5. En la identificación de distintos niveles de discriminación por condiciones de iden-

tidad adicionales al género (interseccionalidad).
6. En la identificación de estereotipos, prejuicios, prácticas y roles de género.
7. En la determinación de medidas de reparación.

En función de lo anterior, teniendo como precedente los estudios teóricos que se 
han mencionado a lo largo de este trabajo, la posición que ha mostrado la Corte IDH 
en materia de derechos de la mujer y sus notables pronunciamientos que abogan por 
aplicar justicia con perspectiva de género, unido a la realidad que observa en su diario 
bregar sobre derechos de la mujer en la justicia de El Salvador, es que esta autora 
afirma la importancia de contar, en el Poder Judicial salvadoreño, con una figura legal, 
mediante guías o protocolos de actuación, que garanticen la aplicación de justicia 
con perspectiva de género y que se lean en las sentencias que dictan, con empleo de 
una metodología y de los estándares internacionales de derechos humanos y género, 
antes expuestos en este estudio, que permita a las personas que imparten justicia 
tomar decisiones judiciales equitativas y garantes de los derechos de mujeres, niñas y 
adolescentes.
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Todo con el fin de garantizar el debido proceso en el abordaje de la intersecciona-
lidad que representa esta materia. Esto conlleva la reducción de la brecha significativa 
existente entre teoría y praxis, hacia el ejercicio efectivo de la tutela de los derechos de 
las mujeres y la erradicación de la violencia de género. Debe recordarse que el acceso 
a la justicia constituye un principio básico del Estado de Derecho, cuya ausencia pro-
voca que las personas no puedan hacer oír su voz ni ejercer sus derechos.

3. ¿QUÉ ES LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA 
DE GÉNERO?

Administrar justicia con perspectiva de género implica un esfuerzo intelectual por 
comprender la complejidad social, cultural y política que existe entre mujeres y hom-
bres para visualizar las situaciones de opresión de un género sobre el otro, basadas en 
una relación de desigualdad.

La inclusión de la perspectiva de género en el ámbito del derecho es una obligación 
erga omnes, la cual alcanza a todos los órganos del Estado, fundado en los compro-
misos internacionales asumidos al ratificar los tratados internacionales que promueven 
la igualdad en el ejercicio de los derechos humanos.

El derecho a la igualdad y el acceso a la justicia son normas imperativas del de-
recho internacional público, generadoras de obligaciones erga omnes, según lo es-
tablece la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, ratificadas por El 
Salvador, que en su art. 53, se establece asimismo el concepto de ius cogens, así: 

Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, esté en oposición con 
una norma imperativa de derecho internacional general. Para los efectos de la presen-
te Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es una nor-
ma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto 
como norma que no admite acuerdo en contrario y que solo puede ser modificada por 
una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter. (ONU) 

Por tanto, quienes juzgan se encuentran vinculados en hacer realidad ambos dere-
chos; para hacerlos realidad necesitan una serie de herramientas jurídicas: de análisis, 
procesales e interpretativas para incorporar la perspectiva de género en sus sentencias.

Según lo expone la magistrada poyatos Matas (2019):

Quienes juzgan quedan especialmente vinculados a hacer que ambos derechos se 
traduzcan en realidades […] De no utilizarlas, podrían estar no solo perpetuando la dis-
criminación y revictimización a las mujeres, sino negándoles el acceso a sus derechos 
y comprometiendo la responsabilidad internacional del Estado, a tenor de lo dispuesto 
en el art. 2 c), d) y e), en relación con el art. 5.a) y Recomendación n.º 33 (2015) de 
la CEDAW y el art. 5 (diligencia debida) del Convenio de Estambul. (poyatos Matas, 
2019, p. 10)
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En este sentido, el derecho internacional exige a los Estados combatir la discri-
minación mediante el quehacer jurisdiccional, para asegurar el cumplimiento de los 
deberes jurídicos de acceso a la justicia y remediar las situaciones asimétricas, así 
como una justicia libre de estereotipos discriminatorios. Por lo que la integración de 
la dimensión de género en la actividad jurisdiccional es una obligación normalizada y 
vinculante para todos los órganos judiciales.

Es una materia que resulta difícil de aplicar, según hallazgos de esta investiga-
ción, por sus nuevos conceptos; por la necesidad de aplicar el enfoque contextua-
lizado y pro-persona; por entrar en conflicto la dogmática jurídica tradicional; por 
la dificultad para identificar los estereotipos discriminatorios presentes en normas, 
jurisprudencia y doctrina; por la falta de formación en la administración de justicia, 
extensible a todos los estamentos que operan justicia: fiscalía, policía, forenses, 
litigantes, etc.

A pesar de las dificultades referidas en el camino judicial hacia la igualdad real, en 
efecto, según este estudio, las realidades que se juzgan deben ser analizadas con los 
lentes de género para desterrar sesgos discriminatorios, ya que poco sirve mejorar el 
acceso a la justicia si la justicia que se imparte no es imparcial por no visibilizar la vio-
lación a los derechos de las mujeres o bien por desconocerlos.

Al respecto, Medina (2018) expone que juzgar con perspectiva de género es la 
única forma de lograr que las previsiones legislativas se concreten en respuestas ju-
diciales justas para las personas del género femenino que recurren a los tribunales 
para solucionar los problemas que la discriminación por el hecho de ser mujer les ha 
causado.

Por igual, poyatos Matas (2019) afirma que:

Juzgar con perspectiva de género puede definirse como una metodología de análisis 
de la cuestión litigiosa, que debe desplegarse en aquellos casos en los que se invo-
lucren relaciones de poder asimétricas o patrones estereotípicos de género y exige la 
integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación del ordenamiento 
jurídico. (p. 7)

Por lo que la perspectiva de género debe ser aplicada aun cuando las partes invo-
lucradas en un caso concreto no la hayan incorporado en el proceso. Ya que no solo 
es pertinente en casos relacionados con mujeres, en tanto que este enfoque visualiza 
los impactos diferenciados que una norma produce y de la búsqueda de soluciones a 
través del derecho.

Asimismo, según hallazgos de este estudio, lo que determina si en un caso o 
proceso se debe o no aplicar la visión de género es la existencia de situaciones asi-
métricas de poder, o bien contextos de desigualdad estructural basados en el sexo, el 
género o las preferencias sexuales de las personas. En tanto, la obligación de juzgar 
con perspectiva de género excede el ámbito del Derecho penal o de familias.

Cabe señalar que pueden existir contextos, ya sea en materia civil, penal, mercantil, 
derecho administrativo, constitucional, laboral y otros, que requieran la incorporación 
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de la perspectiva de género, siendo de plena aplicación en todo tipo de proceso que 
se necesite, ya que permea todo el ordenamiento jurídico salvadoreño.

A la luz del actualizado principio iura novit curia, la judicatura nacional debe co-
nocer y aplicar el Derecho vigente y no pueden seguir siendo simples aplicadores de 
normativa nacional, sino que se convierten en auténticos guardianes de los tratados 
internacionales de derechos humanos y de la jurisprudencia emanada de las interpre-
taciones realizadas por los órganos supranacionales, facultados para ello.

Todavía más, las juezas y los jueces nacionales, dicho en palabras de Flores y 
otros (2016), tienen la obligación de ejercer un doble control de la legalidad de los 
actos y omisiones de los poderes públicos: el control de constitucionalidad para de-
terminar la congruencia de los actos y normas secundarias con la Constitución y el 
control de convencionalidad, para determinar la congruencia de los actos y normas 
internas con los tratados internacionales de derechos humanos y la jurisprudencia 
internacional.

Con esto se quiere señalar que la nueva realidad constitucional, derivada de la 
interacción del derecho interno y el derecho internacional, obliga a la judicatura a ga-
rantizar la supremacía constitucional y la garantía convencional en los casos que deben 
resolver.

Por lo que administrar justicia con perspectiva de género es la obligación que tiene 
el juez de desentrañar un caso concreto, partiendo del hecho que hay prejuicios, inclu-
sive desde la ley y desde la jurisprudencia, desde la cultura, los cuales afectan injusta-
mente a las mujeres, ya que, de por sí, solo ser mujeres, las mujeres históricamente, 
existe una presunción de discriminación. Siendo así necesario, por un lado, determinar 
el perímetro de los derechos vulnerados con perspectiva de género y, por otro, ofrecer 
razones desde el conocimiento jurídico para aplicarlos.

Justa razón para afirmar que la perspectiva de género es clave para aplicarse en 
la impartición de justicia, ya que permite identificar las relaciones desiguales y facilita 
el acceso a la justicia y el debido proceso para erradicar los estereotipos de género en 
la interpretación y aplicación judicial hacia la igualdad: «La perspectiva de género es 
como ponerse gafas y ver la realidad a través de un prisma específico, que sirve para 
identificar en todo, donde puede haber una discriminación» (Céspedes, 2011).

En definitiva, según hallazgos de esta investigación, la persona juzgadora debería 
utilizar la metodología de análisis jurídico con perspectiva de género para hacer una 
motivación reforzada, considerando la condición de vulnerabilidad de las mujeres que 
sufren violencia basada en su género.

De manera que el concepto de género es importantísimo para instruir un proceso 
judicial, para valorar la prueba y para decidir un caso concreto, puesto que, si no se 
parte de entender el concepto de género, no se pueden comprender las leyes que 
garantizan los derechos de las mujeres por el hecho de serlo. Cabe mencionar que 
desde la judicatura existe la obligación de realizar una motivación reforzada para con-
sagrar en sus sentencias la perspectiva de género, independientemente de la materia 
de que se trate.
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3.1. ¿Qué es género?

Cómo es conocido, los estudios de género vinculados al Derecho se originan 
como parte de un movimiento social, siendo el antecedente más significativo el que se 
encuentra en la filosofía de una gran pensadora francesa, Simone de Beauvoir (1949), 
quien expresó en su magnífica obra El segundo sexo: 

No se nace mujer: se llega a serlo. Ningún destino biológico, psíquico o económico 
define la figura que reviste en el seno de la sociedad la hembra humana; es el conjunto 
de la civilización el que elabora ese producto intermedio entre el macho y el castrado, 
al que se califica de femenino. (p. 87)

En la cita se encuentra el primer antecedente del significado de género, aunque 
no haya sido nombrado como tal. Con esa sola aseveración se reconoce que el sig-
nificado de ser mujer se construye socialmente, esta frase ha sido comentada por 
salGado (2006), quien ha dicho que: no existen características y atributos natural-
mente femeninos, ya que la diferencia (anatómica y genital) era un dato sobre el cual 
se inscriben ideas, imposiciones, normas y valores que daban contenido al significado 
de ser mujer. Esto supone que el significado de ser hombre también se construye 
socialmente (p. 163).

En la mencionada cita se reitera la existencia de algo independiente a la herencia 
biológica en el proceso de construcción de lo femenino y de lo relativo al influjo de la 
cultura y lo social. Esto asimismo supone que el significado de ser hombre también se 
construye socialmente.

Cabe destacar que estudios históricos para Latinoamérica revelan que esta cate-
goría surge en los años setenta; Conway, bourque y sCott (2013, p. 25) señalan que 
estudios realizados en los últimos quince años muestran el grado en que las categorías 
de género varían a lo largo del tiempo, y con ellas los territorios sociales y culturales 
asignados a mujeres y a hombres.

Así, sobre la definición de género reconocidos autores, con los que la suscrita 
coincide, han establecido posiciones. En una muestra de ellos, laMas (1996), citando 
a Scott, establece que: «El género es una categoría útil para el análisis histórico». 

En un trabajo posterior, la misma autora M. laMas (2013) señala:

¿Qué significa esto? «Género» es un concepto, que si bien existe desde hace cientos 
de años, en la década de los setenta empezó a ser utilizado en las ciencias sociales 
como categoría con una acepción específica […] La categoría género permite delimitar 
con mayor claridad y precisión cómo la diferencia cobra la dimensión de desigualdad. 
[…] Todos los trabajos parten del mismo cuestionamiento: ¿qué es lo que significan el 
género y la sexualidad en una cultura dada? Símbolos, productos o construcciones 
culturales, el género y la sexualidad son, por lo tanto, materia de interpretación y análisis 
simbólico (¡cuánta razón tenía Freud!), materia que se relaciona con otros símbolos y 
con las formas concretas de la vida social, económica y política.
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A esa interpretación cultural de la diferencia biológica es a lo que se denomina 
género. El género se conforma por el conjunto de atributos asignados socialmente a 
las personas a partir de su sexo (laGarde, 1997, p. 27). Es el que define, de acuerdo 
con los parámetros que se establecen en cada sociedad, cómo deben ser los hombres 
y las mujeres, cómo deben verse, cómo deben comportarse, a qué deben dedicarse, 
cómo deben relacionarse entre sí, etcétera. La división que se hace de las personas 
en géneros, a partir de su anatomía, supone prescribir formas determinadas de sentir, 
de actuar y de ser; concibe dos modos de vida, dos formas de existir: uno para las 
mujeres y otro para los hombres (laGarde, 1997, p. 55).

Al ser el género una construcción cultural y no un rasgo que se deriva «natural-
mente» del sexo con el que se nace, este es asumido por cada persona mediante un 
complejo proceso individual y social (laMas, 2013, pp. 97, 111).

De ahí que Joan W. sCott afirme que el género se instaura como la forma primaria 
de relaciones significantes de poder (sCott, citada en laMas, 2013, p. 289).

Esto da como resultado que el orden social de género persista a través del tiempo, 
siendo difícil de contrarrestar, debido a que se encuentra inscrito en la objetividad de 
las estructuras sociales y en la subjetividad de las estructuras mentales.

Así lo refería Pierre bourdieu, quien afirmaba que existe una gran dificultad en 
analizar la lógica del género, ya que se trata de una institución que ha estado inscrita 
por milenios en la objetividad de las estructuras sociales y en la subjetividad de las 
estructuras mentales (bourdieu citado en laMas, 2013, p. 345).

Las Dras. González Ferrer y pérez Gutiérrez (2021) definen al género así: 

Categoría de análisis entendida como construcción sociocultural e histórica de lo fe-
menino y lo masculino a partir del reconocimiento de las diferencias sexuales. Está 
interrelacionada con otras condiciones humanas como el color de la piel, la edad, la 
discapacidad, la orientación sexual, entre otras y estructurada en un sistema patriarcal 
que define relaciones asimétricas de poder, vinculadas al establecimiento de represen-
taciones simbólicas, socialmente compartidas sobre conductas, responsabilidades, ro-
les y valores; representaciones simbólicas, además, naturalizadas y justificadas a través 
de procesos ideológicos de educación y socialización; naturalización y justificación que 
conducen a su inconsciente instalación en la subjetividad de las personas. (p. 4)

Por otra parte, en la CEDAW (2004), en recomendación n.º 25, se ubica una escla-
recedora definición sobre género. Este instrumento jurídico de gran importancia mun-
dial por las pautas que marca en materia de derechos de la mujer, define el género así:

El género se define como los significados sociales que se confieren a las diferencias 
biológicas entre los sexos. Es un producto ideológico y cultural, aunque también se 
reproduce en el ámbito de las prácticas físicas; a su vez, influye en los resultados de 
tales prácticas. […] Pese a las variantes que existen según las culturas y la época, las 
relaciones de género en todo el mundo entrañan una asimetría de poder entre el hom-
bre y la mujer como característica profunda […] Nos ayuda a comprender la estructura 
social de la identidad de las personas según su género y la estructura desigual del 
poder vinculada a la relación entre los sexos. (párr. 1)
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Resultando así que desde la CEDAW se afirma que el género es una construcción 
ideológica y cultural que se reproduce en el ámbito de las prácticas y a su vez influye 
en los resultados de tales prácticas. Por tanto, es probable que la desigualdad de la 
mujer y el hombre se construya a partir de patrones socioculturales y esto es lo que da 
lugar a la violencia estructural contra la mujer, ya que encuentra su fundamento en las 
relaciones desiguales y jerarquizadas entre los sexos.

Cabe destacar que en las decisiones de los tribunales de justicia también se ubi-
can definiciones sobre el género. En muestra de ello se cita la sentencia n.º 2198-2019 
del Supremo Tribunal de Jujuy, Argentina, la Cámara Penal Sala II (2019) en donde se 
expone el concepto de género así: 

sánChez KalberMatten recuerda que conforme lo determina la Organización Mundial 
de la Salud, el concepto de género alude a los estereotipos, roles sociales, condición y 
posición adquirida, comportamientos, actitudes y atributos apropiados que cada socie-
dad en particular construye y asigna a hombres y mujeres. Es el conjunto de compor-
tamientos, pautas y actitudes que se asocia cultural e históricamente a las personas en 
virtud de su sexo. Al hablar de género nos remitimos a una categoría relacional, se trata 
de una construcción social. Él Género se diferencia del sexo: el primero es lo cultural-
mente construido, pero el segundo es lo biológicamente dado. (párr. VI.1)

En este orden de ideas se observa en el contexto jurídico de El Salvador que 
también se ubican definiciones judiciales sobre género. En tal sentido se pronuncia en 
sentencia n.º 69-2019-SM-1 del Juzgado Especializado de Sentencia para una Vida 
libre de Violencia y Discriminación (2020) exponiendo que:

… Es menester comprender el alcance conceptual del término género, el cual no solo 
se habla de aquellas construcciones sociales que, a través de la historia, encasillan a las 
mujeres y a hombres bajo distintos roles y estereotipos, que ubican y/o posicionan a los 
hombres por encima de las mujeres, acrecentando las relaciones desiguales de poder 
dentro de un contexto social, […] el género es la forma en que todas las sociedades 
del mundo determinan las funciones, actitudes, valores y relaciones que conciernen al 
hombre y a la mujer. Mientras que el sexo hace referencia a los aspectos biológicos que 
se derivan de las diferencias sexuales. (pp. 64-65)

Con base en lo expresado y a manera de resumen, la autora, estima que GÉNERO 
es una categoría útil para el análisis del fenómeno jurídico, de construcción relativa-
mente nueva y generalmente mal comprendida o ignorada según hallazgos de esta 
investigación. Ya que el género es una categoría compleja, puesto que tiene elementos 
constitutivos de relaciones sociales y de las relaciones significantes de poder.

El género, por definición, es una construcción sociocultural e histórica de lo fe-
menino y lo masculino a partir del reconocimiento de las diferencias sexuales y sus 
implicaciones en las relaciones de poder jerarquizadas y asimétricas entre los sexos, 
la desvalorización e interiorización de lo femenino frente a lo masculino, el androcen-
trismo vigente.
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Resultando, según hallazgos de este estudio, que el género se vuelve una pauta 
de expectativas y creencias sociales que traspasa la organización de la vida colecti-
va y produce desigualdad respecto a la forma en que las personas responden a las 
acciones de hombres y mujeres. Esta pauta hace que mujeres y hombres sean los 
soportes de un sistema de reglamentaciones, prohibiciones y opresiones recíprocas, 
establecidas y sancionadas por el orden simbólico. Al sostenimiento de ese orden sim-
bólico contribuyen por igual mujeres y hombres, produciéndose y reproduciéndose, 
con papeles, tareas y prácticas que varían según el lugar o el tiempo.

3.2. ¿Cuál es la metodología a seguir para incorporar la perspectiva 
de género?

Es relevante para dar respuesta a esta pregunta retomar las buenas prácticas de-
sarrolladas desde el poder judicial en Argentina, México, Chile, Guatemala y Nicaragua 
con sus protocolos para juzgar con perspectiva de género a la luz de la normativa del 
sistema universal y de la normativa y jurisprudencia interamericana y los estándares 
internacionales sobre los derechos de las mujeres. Así como las experiencias en la 
materia desarrolladas desde la jurisprudencia española y los tribunales europeos.

Pongamos como ejemplo de buena práctica el caso González y otras vs. México 
conocida como «Campo Algodonero», sentencia emitida por la Corte IDH (2009) la 
cual representa un antes y un después para el Estado mexicano, puesto que en ella se 
plantea juzgar con perspectiva de género. Juzgar con perspectiva de género es una 
metodología que consiste, además del análisis tradicional de los hechos, en conside-
rar los siguientes criterios: identificar (detectar) si existen: a) situaciones de poder, o b) 
contextos de desigualdad estructural, o c) contextos de violencia que por cuestiones 
de género evidencien cualquiera de los criterios mencionados, que evidencian un des-
equilibrio entre las partes de la controversia. 

La relevancia de esta sentencia es que establece las bases para juzgar con pers-
pectiva de género. Siendo que en los argumentos esgrimidos por la Corte IDH se de-
termina lo que se debe entender por violencia de género, sus causas, características, 
consecuencias y las medidas que el Estado mexicano debe adoptar para evitarla y 
castigarla. Campo Algodonero es el nombre del Caso González y otras vs. México, en 
donde la Corte IDH condenó al Estado mexicano como responsable por la desapari-
ción y muerte de tres mujeres, dos de ellas menores de edad. Siendo así que la Corte 
IDH (2009) en Sentencia «Campo Algodonero» Vs. México en donde:

En lo que se refiere a los hechos, la Corte observa que el Estado admitió, en términos 
generales, los hechos de contexto relativos a la violencia contra las mujeres en Ciudad 
Juárez, particularmente los homicidios que se han registrado desde el inicio de los años 
90, así como los hechos referentes a lo que el Estado denomina «primera etapa» de las 
investigaciones de los crímenes perpetrados en contra de las tres víctimas, que abarca 
el período 2001 a 2003. Además, México aceptó los hechos relativos a la afectación de 
la integridad psíquica y dignidad de los familiares de las tres víctimas. (párr. 27)
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De acuerdo al Modelo de Protocolo de la Cumbre Iberoamericana (2013) se pro-
ponen como elementos necesarios para determinar la existencia de una discriminación 
valorar: 1. Objetividad y razonabilidad, 2. Categorías sospechosas de discriminación, 
3. Afectación al ejercicio de un derecho.

En función de lo anterior, se observa que esta metodología permite conocer los 
aspectos generales del problema, en donde se deberá particularizar al justiciable, 
identificando si la persona presenta categorías sospechosas de discriminación, que 
la exponen a una situación agravada de discriminación, realizando el análisis del caso 
concreto leído a partir de los derechos humanos y la autonomía de las personas; 
asimismo determinar si nos encontramos en un caso de interseccionalidad o trans-
versalidad, en donde la persona sufra múltiples factores de vulnerabilidad y riesgo de 
discriminación asociadas a su condición.

Cabe señalar que esta autora suscribe el pensamiento de Medina (2018) y del 
mismo se rescatan los principios que, desde el derecho comparado, deben ser teni-
dos en cuenta al juzgar con perspectiva de género, los cuales fueron extraídos de las 
decisiones de la Corte Internacional de Derechos Humanos y que han sido aplicados 
por la Corte Suprema de Justicia argentina y pueden ser aplicados por cualquier país: 

«1. Principio de razonabilidad sobre categorías sospechosas.
2. Inversión de la carga de la prueba en los supuestos de categoría sospechosas.
3. Fundamento de la teoría de las categorías sospechosas.
4. Estándar probatorio: con relación a las cargas probatorias.
5. El control de convencionalidad.
6. La protección de los derechos humanos debe darse contra ataques de la auto-

ridad estatal y contra ataques de particulares.
7. Aplicación de los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aun-

que Argentina no haya sido parte.
8. Doctrina del margen de apreciación Nacional, es una doctrina utilizada por va-

rios tribunales internacionales, especialmente el Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos.» (Medina, 2018, p. 8)

Según hallazgos de este trabajo se evidencia que, para conocer los aspectos ge-
nerales del problema en los casos de violencia contra la mujer, las personas que im-
parten justicia deberán particularizar al justiciable y se realizará un análisis del caso 
concreto en su contexto, leído a partir de los derechos humanos y la autonomía de las 
personas, lo cual requiere:
1. Una motivación reforzada y la razonabilidad del acto que se analiza; 
2. Revisión de las categorías sospechosas de discriminación; 
3. El análisis de la afectación producida por el trato diferenciado o por su ausencia, 

identificando si existen asimetrías de poder y violencia mediante el análisis de:
a) el contexto, 
b) los hechos (situación objetiva y subjetiva),
c) las pruebas (analizar-valorar).
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Por lo expuesto anteriormente, se observa con claridad que el Derecho no es 
neutro. En tanto, se necesitan normas que reviertan la desconfianza de las mujeres 
sobrevivientes a la violencia y que coloquen en el centro del debate, en el centro de 
la norma, a la mujer y al bien jurídico protegido de sus derechos humanos, a una vida 
libre de violencia y discriminación, normas que obliguen al juzgador a oír y a evaluar la 
problemática particular de las mujeres que acuden a él en busca de justicia, en busca 
de una puerta para acceder a la plena vigencia de sus derechos.

Y que los mismos sirvan para quienes realizan la labor de impartir justicia y tra-
duzcan la normativa internacional en realidades para las mujeres que sufren violencia, 
lo que permitirá evidenciar el compromiso del Estado con la justicia. Siendo que el 
problema no es fundamentar los derechos de las mujeres, sino aplicarlos, por lo que 
el reto en el ámbito judicial de pasar del enunciado formal a la tutela efectiva de cada 
persona continúa vigente.

4. ¿CUÁLES SON LAS FRAGILIDADES EN LA RESPUESTA JUDICIAL 
Y EN EL DEBIDO PROCESO EN EL CONTEXTO SALVADOREÑO 
QUE OBSTACULIZAN A LAS MUJERES EL ACCESO DE JURE 
Y DE FACTO A LOS RECURSOS JUDICIALES IDÓNEOS Y 
EFECTIVOS?

Para buscar las respuestas a esta interrogante, comenzaré por señalar que esta 
grave problemática necesita ser abordada de acuerdo a la complejidad del grave pro-
blema que representa. Por tanto, es necesario considerar la premisa de que, si los 
instrumentos supranacionales del sistema universal e interamericano vigentes en El 
Salvador contienen el sustento normativo sobre la especificidad de la discriminación y 
la violencia experimentada por las mujeres, esto constituye un parámetro a partir del 
cual es posible adoptar respuestas concretas para garantizar el acceso a la justicia.

Debe ponerse de manifiesto que a pesar de que en El Salvador se reconoce jurídi-
camente el grave problema de la violencia de género, resulta que la respuesta judicial 
no suele ser suficiente y esta problemática, según expertos, ha sido poco analizada. 
Ya que el acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia es un derecho 
humano reconocido desde preceptos constitucionales y supranacionales, al igual que 
el derecho a la igualdad y no discriminación, cuyo contenido y alcance en El Salvador.

Pero también es importante considerar que la vulneración del derecho de acceder 
a la justicia sucede también cuando no se reconocen las condiciones específicas que 
impiden el ejercicio de este derecho a grupos particulares en condición de vulnerabi-
lidad, en especial, las mujeres, que históricamente han sufrido discriminación y des-
igualdad pese a que el impacto de la violencia de género es tan perjudicial en la vida 
de las mujeres y sus familias. Estos instrumentos como la CEDAW por sí solos no son 
suficientes para la efectiva protección de los derechos de las mujeres, por lo que es 
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ineludible incorporar el reconocimiento de las diferencias de género en la interpretación 
de todos los tratados generales sobre derechos humanos, que es lo que ha estado 
haciendo la CIDH, con la Convención Americana. 

Por igual es necesario destacar los avances en materia de justicia y género en 
El Salvador con los aportes doctrinales de la Corte Suprema de Justicia (2021), que 
elaboró un documento de gran impacto para las mujeres, presentando una compi-
lación de análisis de sentencias con el objetivo de «establecer una serie de criterios 
jurisprudenciales sobre vida libre de violencia para mujeres y niñas y así cumplir con los 
deberes convencionales de Juzgar con perspectiva de género y edad, que garantiza el 
derecho a la justicia sin discriminación a las poblaciones tratadas en opresión histórica 
y estructural, como son las mujeres, solo por su género y las niñas en función de su 
edad» (Corte Suprema de Justicia, 2021, p. 7).

Asimismo, se observa en el análisis de los criterios jurisprudenciales presentados 
que existe un consenso generalizado sobre el carácter fundamental del principio de 
igualdad al concretar su contenido y alcance, se observa que el consenso pierde con-
tundencia y claridad. En tanto que los principios constitucionales y los instrumentos 
internacionales consagran el principio de igualdad y no discriminación, no todos con-
tienen una definición clara sobre su contenido y alcance. Por lo que se considera que 
todavía estos no son suficientes para la gravedad del problema.

De especial referencia resulta el ya citado informe de la Relatora Especial sobre la 
violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias sobre la Misión en El Salvador 
de 2004, en donde se expone la siguiente situación: 

Los Magistrados a los que se asignan casos de violencia contra la mujer tienden a 
pensar que esta debe haber provocado la violencia de que ha sido objeto. A causa 
de estos estereotipos y de la idea de que la violencia sexista no es un asunto grave, 
los magistrados aplican o interpretan incorrectamente la ley, optando a menudo por la 
reconciliación en lugar del enjuiciamiento en los casos de violencia intrafamiliar [...]; sin 
embargo, la consolidación de la democracia en el país se ve obstaculizada por la falta 
de justicia y seguridad. (ertürK, 2004, párrs. 67 y 78)

De lo anterior, resulta que el hecho de que las autoridades no investiguen, enjuicien 
y castiguen a los responsables de actos de violencia contra la mujer ha contribuido 
a crear un clima de impunidad de los delitos; las disparidades socioeconómicas y la 
cultura machista favorecen un estado generalizado de violencia en el que la mujer está 
sometida a una serie continuada de actos múltiples de violencia, como el asesinato, 
la violación, la violencia en el hogar, el acoso sexual y la explotación sexual comercial.

Si bien se ha escrito mucho sobre la necesidad de que las personas juzgadoras 
investiguen y juzguen con visión de género, los esfuerzos que se han realizado en El 
Salvador con la incorporación en su derecho interno de los estándares internacionales 
en materia de DD. HH. y género, asimismo con la creación de una Jurisdicción Espe-
cializada y la transversalización del género a través de Políticas Institucionales en todas 
las Instituciones Gubernamentales, todavía resta mucho por hacer. 
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En ello concuerda el Comité de la CEDAW (2017), en el Informe sobre El Salvador, 
donde expresa que «le preocupan los estereotipos patriarcales difundidos entre judi-
catura y los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como las dificultades 
en la aplicación de la Ley Especial Integral para una vida libre de violencia para las 
mujeres» (CEDAW, 2017, Lit. D).

De lo antes mencionado, vemos cómo en El Salvador continúan produciéndose 
sentencias que carecen de la perspectiva de género y que discriminan a la mujer por 
razón de su género; es que, en la respuesta judicial al momento de hacer efectivos 
los derechos de las mujeres, estos solo se fundamentan en las sentencias, pero no se 
logra hacerlos efectivos. 

Queremos enfatizar que hacer real el principio de igualdad impide tomar una pos-
tura neutral, como lo señala poyatos (2019), por lo que hay que adoptar un enfoque 
constitucional, removiendo los obstáculos que lo dificulten e integrando la perspectiva 
de género como criterio de referencia en todos los casos que involucren relaciones 
asimétricas y patrones estereotipados de género.

Con lo antes expuesto, se evidencian las fragilidades en la respuesta judicial y en 
el debido proceso observadas por organismos internacionales y por la sociedad civil, 
desde las organizaciones de mujeres salvadoreñas y desde la opinión de las mujeres 
sobrevivientes de la violencia de género. 

Debe señalarse que ORMUSA presentó un estudio en el que se analizan las reso-
luciones y sentencias sobre la aplicación de principios constitucionales y estándares 
internacionales de protección de los DD. HH. de las mujeres en El Salvador. El docu-
mento de ORMUSA presenta las fragilidades observadas desde la sociedad civil y des-
de las mujeres sobrevivientes de la violencia de género. Asimismo, las autoras sugieren 
la utilización de criterios claros para juzgar con perspectiva de género:

El uso desproporcionado del derecho a la igualdad formal, pero no a la aplicación de 
la igualdad sustantiva y la equidad, que aporta el derecho antidiscriminatorio por mo-
tivos de género o sexo; lo que vuelve las resoluciones violatorias del derecho humano 
de las mujeres, a vivir libres de violencia y discriminación. En otros fallos judiciales, las 
personas juzgadoras hacen algún uso de los estándares jurídicos convencionales y 
nacionales especializados en favor de la niñez y adolescencia, pero no de las mujeres, a 
quienes, al parecer, no la consideran, como una población en condición de desventaja 
por motivos de género o sexo. Por ejemplo: negarles la declaración testimonial antici-
pada. Por otra parte, en las resoluciones judiciales, donde las víctimas son mujeres que 
sufren violencia de género, por su condición de mujer, no se están fundamentando en 
los artículos 3, 144, 235 y 246 de la Constitución, que son la base para aplicar el dere-
cho antidiscriminatorio por motivos de género. (ORMUSA, 2020, p. 24)

Con el estudio citado anteriormente, se evidencia que, en las sentencias analiza-
das, las personas juzgadoras siguen utilizando las normas procesales comunes y se 
evidencia una dificultad al momento de integrar esas disposiciones con otras norma-
tivas procesales, como las garantías procesales de las mujeres que enfrentan hechos 
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de violencia según el artículo 57 de la Ley Especial Integral para una Vida Libre de 
Violencia contra las Mujeres (LEIV) y la Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la 
Discriminación contra las Mujeres (LIE). 

El acceso a la justicia va más allá de las formas y formalidades del proceso en el 
ordenamiento jurídico del país, ya que está vinculado al derecho humano de la seguri-
dad jurídica y alude a la aplicación del cumplimiento efectivo de la ley a fin de garantizar 
el libre ejercicio de los derechos de las personas y la protección por parte del Estado.

Asimismo, debe ponerse de manifiesto que, en los informes y estudios citados, se 
reiteran las voces de las víctimas y familiares, clamando justicia y señalando que cuan-
do acuden a la justicia son objeto de nuevos malos tratos y discriminación por parte 
del sistema de justicia penal.

Por otra parte, se evidencian serias fragilidades en las decisiones judiciales en el 
contexto salvadoreño, como se puede comprobar al analizar el fallo de la sentencia 
emblemática 145/2012, emitida por la Sala de lo Constitucional, de la Corte Suprema 
de Justicia de El Salvador, en donde claramente se vulneran los principios de igualdad 
de las mujeres y de sus hijas e hijos, ya que, al analizarla, se discrimina a la mujer solo 
por haber nacido mujer y se le niega poder heredar su apellido materno.

Al respecto, observamos que existe una contradicción en la sentencia, puesto que 
los argumentos de los considerandos no coinciden con el fallo; esta incongruencia la 
encontramos por el hecho de que, a pesar de los razonamientos que dio la propia Sala 
Constitucional, en su fallo confirió la preeminencia a los apellidos paternos, según la 
literalidad del artículo 14 de la Ley del Nombre de personas naturales. Con lo cual se 
continúa vulnerando los derechos humanos de las mujeres y sus familias, negándose-
les la igualdad jurídica. 

Observamos en este punto que el juzgador no aplicó el principio de igualdad real y 
no discriminación, al no utilizar la perspectiva de género en su aplicación e interpreta-
ción. Con ello, se vulneraron los derechos fundamentales de la familia y el derecho fun-
damental al nombre y a la identidad en cuanto al orden de los apellidos, discriminando 
a las mujeres salvadoreñas y a sus apellidos maternos. Ello, a pesar de que uno de los 
fines del derecho es erradicar las relaciones asimétricas de poder y los esquemas de 
desigualdad que impactan en el proyecto de vida de las personas. 

Con esta sentencia nos topamos con una norma jurídica de rango legislativo que 
viola tratados internacionales de protección de los derechos de las mujeres, y en don-
de el juzgador no consideró los derechos de las mujeres enunciados en la Constitu-
ción, pero que se encuentran desarrollados en los tratados internacionales. 

La lógica de la inconstitucionalidad argumentada en el fallo es errónea, ya que el 
juzgador se encuentra en la obligación de utilizar la prevalencia aplicativa y la motivación 
reforzada, recursos argumentativos exigidos desde la jurisprudencia interamericana. 

Con lo anteriormente citado podemos afirmar que la perspectiva de género se 
debe aplicar siempre, aunque las partes involucradas en el caso no lo contemplen en 
sus alegaciones, puesto que existe la obligatoriedad de cumplir con el control de con-
vencionalidad consignado en la Convención Americana, según lo propuesto por el juez 
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GarCía raMírez en el Caso Aguado Alfaro y otros vs. Perú que es donde la Corte IDH 
desarrolla como tal el control de convencionalidad.

Para ilustrar mejor lo anterior, presento un caso observado por Yakin ertürK 
(2004) en su informe sobre El Salvador: 

Una niña de 10 años, que el padre había violado y dejado embarazada, tuvo que tener 
el hijo debido a la ley contra el aborto. En otro caso, el de una niña de 12 años que el 
padrastro había violado y embarazado, en el cual intervino la Procuradora General para 
la Defensa de los DDHH, el delito fue definido primero como violación con agravantes 
y luego reducido a seducción de menores, después de ello el caso se rebajó a una 
conciliación y por último se cerró cuando el padrastro aceptó contraer matrimonio con 
la hijastra. (ertürK, 2004, párr. 31)

Con estos ejemplos hemos querido poner en relieve una serie de problemas es-
tructurales dentro del sistema de justicia que afectan el procesamiento de casos de 
violencia contra las mujeres, al igual que el procesamiento de las violaciones de los 
DD. HH. y estereotipos de discriminación por razón de género, lo cual permea todo el 
ordenamiento jurídico salvadoreño.

Se evidencia entonces que, a pesar de los esfuerzos, todavía persisten obstáculos 
para que la violencia contra la mujer pueda ser considerada un acto real de violencia. 
Todo debido a su normalización en las culturas patriarcales o su invisibilización.

En ese sentido, el acceso a la justicia de las mujeres presenta hoy en día nume-
rosos obstáculos, un informe de la CIDH en relación con la violencia contra la mujer 
señala: 

… la CIDH observa que a pesar del reconocimiento formal y jurídico de los Estados 
de que la violencia contra las mujeres constituye un desafío prioritario, existe una gran 
brecha entre la incidencia y la gravedad del problema y la calidad de la respuesta ju-
dicial ofrecida. Si bien la Comisión reconoce los esfuerzos de los Estados por adoptar 
un marco jurídico y político que permita abordar la violencia contra las mujeres, aún 
persiste una enorme distancia entre la disponibilidad formal de ciertos recursos y su 
aplicabilidad efectiva. La mayoría de los casos de violencia contra las mujeres no son 
formalmente investigados, juzgados y sancionados por los sistemas de administración 
de justicia en el hemisferio. En consecuencia, la CIDH ha constatado en varios países 
un patrón de impunidad sistemática en las actuaciones y en el procesamiento judicial 
de estos casos. Asimismo, la Comisión ha podido observar con especial preocupación 
la baja utilización del sistema de justicia por parte de las mujeres víctimas de violencia, 
el maltrato que pueden recibir tanto las víctimas como sus familiares al intentar acceder 
a recursos judiciales, y su persistente desconfianza de que las instancias judiciales sean 
capaces de remediar los hechos perpetrados. Esta situación no sólo propicia una sen-
sación de inseguridad, indefensión y desconfianza en la administración de justicia por 
parte de las víctimas, sino que este contexto de impunidad perpetúa la violencia contra 
las mujeres como un hecho aceptado en las sociedades americanas en menoscabo de 
sus derechos humanos.
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Por todo lo anterior, es necesario que la sociedad y el Estado encaminen sus ac-
ciones hacia la generación de nuevos marcos de interpretación de la violencia contra 
la mujer, en donde se analice el problema personal que tiene determinada víctima con 
su agresor, bajo una concepción estructural y social del fenómeno de maltrato. 

Sin embargo, en búsqueda de responder lo antes expuesto, queremos mencionar 
otro caso emblemático sobre el fallo de la Corte IDH (2021) en la sentencia del Caso 
Manuela y otros vs. El Salvador, en donde se condenó al Estado salvadoreño y se 
ordenaron reformas legales para que las mujeres no sean criminalizadas por acceder 
a salud reproductiva. 

El Salvador, tras esta sentencia, debe asumir la responsabilidad por la violación 
de derechos humanos y muerte de Manuela. Ella fue denunciada por el supuesto 
delito de aborto y luego fue condenada a 30 años de prisión, al también adjudicár-
sele el delito de homicidio agravado, luego de un proceso penal que estuvo plagado 
de estereotipos de género, tal como lo reconoció la Corte IDH. Al respecto, la Corte 
señaló que, en un contexto de penalización absoluta del aborto, se ha criminalizado a 
varias mujeres que han tenido emergencias obstétricas. Según el estudio titulado Del 
hospital a la cárcel, se encontraron en los juzgados 181 casos de mujeres procesadas 
judicialmente por dichas emergencias (Agrupación Ciudadana por la Despenalización 
del Aborto, 2019, p. 15). 

Por lo anterior, esta sentencia crea una jurisprudencia que deberá ser aplicada 
en América Latina y el Caribe. Asimismo, el reconocimiento de este contexto y de su 
impacto negativo en los derechos de las mujeres implica un avance en la lucha por la 
igualdad de género en El Salvador y en toda la región, puesto que las decisiones de 
la Corte son de obligatorio cumplimiento, de manera que la Corte IDH determinó que 
la legislación salvadoreña debe cambiar, así como las decisiones adoptadas por la 
judicatura. 

Al respecto, es relevante mencionar que la Corte es competente para conocer es-
tos casos, según el artículo 62.3 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
en razón de que el Estado de El Salvador es parte de dicho instrumento desde el 23 
de junio de 1978 y reconoció la competencia contenciosa de la Corte el 6 de junio de 
1995. 

Además, el Estado salvadoreño depositó su instrumento de ratificación de la Con-
vención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, 
en la Convención Belém do Pará, el 26 de enero de 1996.

A partir de todo lo analizado hasta ahora, es claro que, de los mandatos conteni-
dos en los preceptos constitucionales y convencionales sobre protección de los dere-
chos de la mujer, se deduce que el Estado tiene obligaciones ineludibles en torno a la 
eliminación de cualquier tipo de discriminación o violencia ejercida contra una persona 
por razón de su género.

Así, por ejemplo, se extrae que el Estado debe: a) garantizar a todos y todas una 
vida libre de violencia y discriminación por razón del sexo; b) prevenir y proteger a las 
mujeres y las niñas de cualquier tipo de discriminación o violencia ejercida en su contra; 
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y c) investigar, sancionar y reparar la violencia estructural contra la mujer, entre muchas 
otras.

Cabe destacar que esta última obligación, en esencia, es uno de los principales 
retos del poder judicial; por lo que son los operadores judiciales del país quienes deben 
velar por su cumplimiento. 

En efecto, es necesario que dichas autoridades apliquen una perspectiva de géne-
ro en el estudio de sus casos que parta de las reglas constitucionales que prohíben la 
discriminación por razones de género, imponen igualdad material, exigen la protección 
de personas en situación de debilidad manifiesta y, por consiguiente, buscan combatir 
la desigualdad histórica entre hombres y mujeres, de tal forma que se adopten las me-
didas adecuadas para frenar la vulneración de los derechos de las mujeres, teniendo 
en cuenta que sigue latente la discriminación en su contra en los diferentes espacios 
de la sociedad. 

En definitiva, se evidencia que el sistema judicial es parcializado y discriminatorio 
por razón de género; que los criterios y actitudes de las personas que imparten justicia 
están plagados con prejuicios discriminatorios contra la mujer, y que las sentencias 
dictadas no corresponden a una visión imparcial, dado que son el resultado de la for-
mación sociocultural que corresponde a una sociedad androcéntrica, según ha sido 
expuesto por muchos estudios en esta materia.

Asimismo, hacer real el principio de igualdad no permite neutralidad, en palabras 
de poyatos (2019), por lo que hay que adoptar un enfoque constitucional, removiendo 
los obstáculos que lo dificulten e integrando la perspectiva de género como criterio de 
referencia en todos los casos que involucren relaciones asimétricas y patrones este-
reotipados de género.

Ahora bien, de lo anteriormente dicho, cabe hacerse una pregunta; ¿por qué resul-
ta tan difícil detectar los estereotipos discriminatorios de la normativa y utilizar nuevas 
herramientas para la interpretación jurídica? Parte de la respuesta viene dada, entre 
otras cosas, por el modelo educativo que se da a los abogados, consecuentemente a 
magistrados(as), jueces(zas). La interpretación jurídica rígida y limitada se aprende, en 
muchas ocasiones, desde los espacios universitarios.

Con lo antes expuesto, tenemos que la igualdad sigue siendo una quimera para 
la mayoría de mujeres salvadoreñas y latinoamericanas. En efecto, para El Salvador 
existe una Relatora Especial en Violencia contra las Mujeres desde el Sistema de la 
ONU y se cuenta con todo un corpus iuris nacional y supranacional de los derechos 
de las mujeres. 

Pero también es cierto que casi nadie conoce estas declaraciones, mecanismos 
y leyes, incluyendo las personas que imparten justicia. En este sentido, la responsa-
bilidad se encuentra del lado del poder judicial salvadoreño. Resulta, en ese sentido, 
necesario repensar el derecho, así como aprender a razonar con base en los derechos 
fundamentales, utilizando la incorporación de la perspectiva de género para construir 
bien los argumentos de las sentencias, de forma tal que se haga valer la prevalencia 
de los derechos humanos de las mujeres salvadoreñas que sufren violencia por razón 
de su género.
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El hecho de ofrecer soluciones a esta grave problemática que sufren las mujeres 
salvadoreñas representa grandes retos a la Suprema Corte salvadoreña. Dicha instan-
cia tiene actualmente grandes oportunidades sobre su mesa para articular coherente-
mente un discurso por la igualdad real, un discurso por la afirmación del derecho de 
las mujeres salvadoreñas a una vida libre de violencia y discriminación. Por tanto, se 
tienen que remover las legislaciones que discriminan a la mujer por razón de su géne-
ro, cumpliendo con las recomendaciones internacionales emanadas desde el sistema 
universal y el interamericano.

Concluiré planteando que el poder judicial salvadoreño puede afirmar la igualdad, 
impulsando una figura legal clara con la creación de un protocolo que incorpore crite-
rios de aplicación del principio de igualdad, seguridad jurídica y no discriminación en 
todo el proceso judicial para juzgar con perspectiva de género, en virtud de lo cual se 
clarifiquen las categorías sospechosas de discriminación hacia las mujeres y se esta-
blezcan los criterios claros para ponderar derechos y se ofrezcan argumentos para 
aplicar el derecho que más favorezca a la persona sin ningún tipo de discriminación, 
configurando un nuevo Derecho familiar. 

En tal sentido, se podrían retomar las buenas prácticas desarrolladas desde Mé-
xico, Guatemala, Nicaragua, Argentina, Chile y España, entre otros países. Desde el 
poder legislativo es necesario avanzar en el plano normativo con las reformas de ley 
que sean pertinentes para este objetivo. Asimismo, la Legislatura puede suscribir el 
protocolo para juzgar con perspectiva de género y ratificar tanto el protocolo de la 
CEDAW como las recomendaciones del Comité de la CEDAW, entre otras medidas. 
De esta manera, se estarían sentando las premisas para poder superar los elementos 
discriminatorios, cumpliendo con las recomendaciones y los compromisos internacio-
nales del país centroamericano.

En efecto, los compromisos adquiridos por el Estado de El Salvador no se con-
traen solo frente a otros Estados en la arena internacional, sino también, y sobre todo, 
son compromisos adquiridos ante las mujeres, niñas, adolescentes y familias salvado-
reñas. De lo anterior resulta que la aplicación efectiva del marco jurídico para la pre-
vención y erradicación de la violencia contra la mujer y el enjuiciamiento de sus autores 
sigue siendo un reto.

5. CONCLUSIONES

Una primera conclusión que podríamos extraer de lo anterior es que la discrimina-
ción en razón del género constituye un factor que limita el acceso efectivo a la justicia, 
y como el deber de la administración de justicia es garantizar la tutela judicial en condi-
ciones de igualdad y sin distinción de ninguna naturaleza, resulta que es una obligación 
ética y jurídica que las decisiones judiciales sean adoptadas con una perspectiva de 
género.
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En segundo lugar, podemos concluir que, a partir de los hallazgos de esta investi-
gación, se sostiene que existen suficientes elementos y fundamentos de carácter con-
vencional, jurisprudencial y doctrinal para incorporar la obligatoriedad de juzgar con 
perspectiva de género, integrando la dimensión de género en la aplicación de todas 
las normas tanto si se trata de normas procesales, incluyendo las probatorias, como 
si se trata de normas sustantivas. Ello forma parte de los compromisos internacionales 
asumidos por El Salvador y responden también a una demanda de la Constitución y 
de la normativa nacional e internacional vigente para la nación en materia de derechos 
humanos y, en particular, en lo relativo a la aplicación del principio de igualdad, el cual 
permite visibilizar las diferencias para que no se conviertan en desventajas y la discri-
minación en razón del género.

Finalmente, esta autora señala que, como resultados de los hallazgos de esta 
investigación, se evidencia que la administración de justicia en El Salvador cuenta con 
un marco legal, nacional y supranacional suficientemente protector de los derechos 
de la mujer para aplicarse en la resolución de casos concretos que se presentan en 
la sociedad y en las más diversas esferas del Derecho, ya sea penal, laboral, etc. 
Por consiguiente, en todos los casos existe la obligación constitucional de aplicar los 
principios de igualdad, libertad y seguridad jurídica que tutelan los derechos de las 
mujeres salvadoreñas. Ello, sin ningún tipo de discriminación. Según este estudio pue-
de concluirse que la responsabilidad total sobre esta problemática está en la cancha 
del poder judicial. Esta autora señala que es necesario aprender a razonar a partir 
de los derechos fundamentales y que las sentencias se motiven en clave de género. 
Asimismo, la autora señala la necesidad de construir bien los argumentos jurídicos, 
de forma que se haga valer la prevalencia de los derechos humanos de las mujeres 
salvadoreñas.
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